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Hernández Sánchez y el Juez Ramos Torres. 
 
Ramos Torres, Juez Ponente 
 
 

SENTENCIA 

En San Juan, Puerto Rico a 19 de agosto de 2016. 

Comparece ante este Tribunal de Apelaciones, Gonzalo Estrada 

García, (en adelante señor Estrada o peticionario) y nos solicita que 

revisemos una Orden del Tribunal de Primera Instancia, Sala de Caguas 

(TPI), emitida el 28 de marzo de 2016 y notificada el 17 de mayo del 

mismo año. Mediante dicho dictamen el TPI declaró no ha lugar la 

solicitud de desestimación presentada por el señor Estrada.     

Por los fundamentos que exponemos a continuación, expedimos el 

auto de certiorari y revocamos la Orden recurrida.      

I. 
 

El presente recurso tiene su génesis el 7 de enero de 2016 cuando 

Puerto Rico Consumer Debt Management CO., Inc. (PRCDM) presentó 

una demanda sobre cobro de dinero en contra del señor Estrada, entre 

otros. Allí, alegó ser el “master servicer” de la compañía Jefferson Capital 

Systems, LLC (JCAP), una corporación organizada y existente bajo las 

leyes del estado de Minnesota. Manifestó, a su vez, que el señor Estrada 



 
 
 
KLCE201601279                                   
    

 

2 

posee una deuda vencida, líquida y exigible de seis mil setecientos 

cuarenta y nueve dólares con ochenta y ocho centavos ($6,749.88) con 

First Bank Puerto Rico y que “al Acreedor Original debidamente asignó y 

transfirió al Demandante todos los derechos, título e intereses en y a la 

deuda que generó bajo el Contrato”.1 De igual modo, aseguró haber 

hecho una “serie de gestiones para comunicarnos con el Deudor 

enviando una notificación vía correo y haciendo llamadas telefónicas” 

previo a la presentación de la demanda. Ello así, solicitó el pago del 

dinero alegadamente adeudado, así como los intereses pactados sobre la 

cantidad adeudada desde la radicación de la demanda, las costas del 

litigio y una cantidad no menor de quinientos dólares ($500.00) de 

honorarios de abogado.2 

En atención a ello, el 9 de marzo siguiente, el señor Estrada 

presentó su Contestación a la Demanda. Alegó, entre otras cosas, no 

tener evidencia de que se hubiera requerido el pago de la deuda previo a 

la presentación de la demanda por correo certificado con acuse de recibo. 

Por consiguiente, adujo falta de jurisdicción. Simultáneamente, el 

peticionario presentó una Moción de Desestimación mediante la cual 

argumentó que la parte demandante incumplió con el requisito 

jurisdiccional estatuido en el Artículo 17 de la Ley Núm. 143 de 27 de 

junio de 1968, infra.  De igual modo, sostuvo que falta una parte 

indispensable, pues, a su entender, no se ha presentado evidencia de 

que Jefferon Capital Systems, LLC. sea la dueña del crédito que se 

pretende cobrar.3 Por su parte, la demandante presentó su oposición a la 

solicitud de desestimación. Por medio de su escrito, afirmó ser una 

agencia de cobro con legitimación activa para cobrar la deuda a nombre 

de First Bank. También, dispuso que el requisito de notificación que exige 

la Ley Núm. 143 de 27 de junio de 1968, puede ser renunciado por la 

persona demandada siempre y cuando esta comparezca voluntariamente 

ante el tribunal. En lo particular, manifestó: 

                                                 
1
 Apéndice del recurso, a las págs. 1-2. 

2
 Id.  

3
 Apéndice del recurso, a las págs. 14-20. 
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Por tanto, en el caso de autos la parte demandada 
compareció y voluntariamente a través de su representación 
legal se sometió a la jurisdicción de este Honorable Tribunal. 
La parte demandada se sometió libremente a la jurisdicción 
de este Honorable Tribunal, y por tanto, subsanó el requisito 
de ley, el cual no es sobre jurisdicción sobre la materia y si 
sobre la persona.4 
 
Luego de evaluar las posturas de ambas partes, el 17 de mayo de 

2016, el foro de primera instancia declaró sin lugar la solicitud de 

desestimación.  

Inconforme con tal determinación, el 8 de julio de 2016, el 

peticionario acude ante nos en recurso de certiorari  y señaló los 

siguientes errores: 

Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia al no 
declararse sin jurisdicción por no haber cumplido la parte 
demandante con un requisito jurisdiccional. 
 
Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia al no hacer 
manifestación alguna sobre el señalamiento de falta de 
parte indispensable y falta de legitimación activa.  
 
Luego, el 17 de agosto siguiente, el peticionario compareció ante 

nos mediante una Moción solicitando Paralización de los Procedimientos 

en Auxilio de Jurisdicción por medio de la cual nos solicitó que ordenemos 

la paralización del juicio pautado para el martes 23 de agosto de 2016.  

Examinado sendos escritos del peticionario y los documentos que 

obran en autos, procedemos a resolver el asunto planteado, sin la 

comparecencia de la parte recurrida, a fin de su más rápida disposición. 

Regla 49 (B) del Reglamento del Tribunal de Apelaciones de 2004, 4 

L.P.R.A. Ap. XXII-B. 

II. 
 

-A- 
 

A diferencia de la apelación de una sentencia final, el auto de 

certiorari es un recurso procesal de carácter discrecional que debe ser 

utilizado con cautela y por razones de peso. Torres Martínez v. Torres 

Ghigliotty, 175 D.P.R. 83, 86 (2008); Pérez v. Tribunal de Distrito, 69 

D.P.R. 4 (1948). De ahí que solo proceda cuando no existe un recurso de 

                                                 
4
 Apéndice del recurso,  a las págs. 21-25. 
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apelación o cualquier otro recurso ordinario que proteja eficaz y 

rápidamente los derechos del peticionario, o en aquellos casos en que la 

ley no provee un remedio adecuado para corregir el error señalado. 

Pueblo v. Días De León, 176 D.P.R. 913, 917-918 (2009); Negrón v. Srio. 

de Justicia, 154 D.P.R. 79, 91, (2001).     

Como ocurre en todas las instancias en que se confiere discreción 

judicial, esta no se da en el vacío ni en ausencia de parámetros que la 

guíe y delimite. En el caso de un recurso de certiorari ante este foro 

apelativo intermedio, tal discreción se encuentra demarcada por la Regla 

40 de nuestro reglamento, 4 L.P.R.A. Ap. XXII-B. En ella se detallan los 

criterios que debemos tomar en cuenta al ejercer tal facultad discrecional:  

(A) Si el remedio y la disposición de la decisión recurrida, 
a diferencia de sus fundamentos, son contrarios a 
derecho.     
  
(B) Si la situación de hechos planteada es la más 
indicada para el análisis del problema.     
  
(C) Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 
manifiesto en la apreciación de la prueba por el Tribunal 
de Primera Instancia.     
  
(D) Si el asunto planteado exige consideración más 
detenida a la luz de los autos originales, los cuales 
deberán ser elevados, o de alegatos más elaborados.     
  
(E) Si la etapa del procedimiento en que se presenta el 
caso es la más propicia para su consideración.     
  
(F) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 
causa no causan un fraccionamiento indebido del pleito y 
una dilación indeseable en la solución final del litigio.     
  
(G) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 
causa evita un fracaso de la justicia. 4 L.P.R.A. Ap. XXII-
B, R. 40.     

  
Si ninguno de estos criterios está presente en la petición ante 

nuestra consideración, entonces procede que nos abstengamos de 

expedir el auto solicitado. García v. Asociación, 165 D.P.R. 311, 322 

(2005); Meléndez Vega v. Caribbean Intl. News, 151 D.P.R. 649, 664 

(2000); Lluch v. España Service Sta., 117 D.P.R. 729, 745 (1986). La 

decisión tomada se sostendrá en el estado de derecho aplicable a la 

cuestión planteada.   
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-B- 

 La Fair Debt Collection Practices Act (“FDCPA”) es una ley federal 

aprobada con el fin de eliminar y evitar el ejercicio abusivo en las 

gestiones de cobro de dinero por parte de agentes de cobro o cobradores 

de deudas (“debt collectors”). 15 U.S.C. sec. 1692 (e). A tales fines, la 

legislación prohíbe que un cobrador incurra en conducta cuya 

consecuencia natural sea la de oprimir, hostigar o abusar de una persona 

en el trámite de cobro de una deuda. 15 U.S.C. sec.1692d.   

 En armonía con el referido estatuto federal, se promulgó en Puerto 

Rico la Ley de Agencias de Cobro, Ley Núm. 143 de 27 de junio de 1968, 

según enmendada, 10 L.P.R.A. secs. 981 et seq. La Ley Núm. 143, 

supra, es el estatuto que regula todo lo relacionado al funcionamiento y al 

proceso de licenciamiento de las agencias de cobro en Puerto Rico. 

 Algunos de los propósitos para los que se adoptó esta ley fue eliminar, 

en lo posible, que se ocasionen daños a terceros por las malas prácticas, 

la conducta ofensiva y violenta, el abuso y los atropellos de los 

cobradores de cuentas y para extenderle mayor protección a los 

consumidores. Martínez v. Chase Manhattan Bank, 108 D.P.R. 515, 523 

(1979); Domínguez Rivera v. Tribunal Superior, 103 D.P.R. 117, 120 

(1974).  

 Concomitante a la controversia ante nos, este estatuto contiene 

una disposición en la que establece lo que se considerarán “prácticas 

prohibidas” por parte de las agencias de cobro.  En lo pertinente, la citada 

Ley establece que:   

Ninguna agencia de cobros podrá:   

 […]  
  
(13) Radicar acción judicial en cobro de dinero sin antes 
haber requerido por escrito al deudor para que pague lo 
adeudado por correo certificado con acuse de recibo. 
 Ningún tribunal podrá asumir jurisdicción en una acción 
de cobro de dinero tramitada por una agencia de cobro 
sin que se alegue y se pruebe el cumplimiento de este 
requisito.   

  
Art. 17 (13) de la Ley Núm. 143, supra, 10 L.P.R.A. sec. 
981p.  (Énfasis nuestro).  
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 De otro lado, el Reglamento sobre Agencias de Cobros del 

Departamento de Asuntos del Consumidor, Reglamento Núm. 6451 de 30 

de mayo de 2002, en su Regla 16 inciso 17, se reitera la prohibición de:   

Radicar acción judicial en cobro de dinero sin antes haber 
requerido por escrito al deudor para que pague lo adeudado 
por correo certificado con acuse de recibo, según se 
establece en la Regla 17 de este Reglamento. Ningún 
Tribunal podrá asumir jurisdicción en una acción de cobro 
de dinero tramitada por una agencia de cobro sin que se 
alegue y se pruebe el cumplimiento de este requisito.  

 
III. 

 
Dentro del marco jurídico y doctrinal antes expuesto, procedemos a 

resolver la controversia ante nuestra consideración.  

La controversia en el presente caso gira en torno a si el foro 

recurrido incidió al denegar la solicitud de desestimación presentada por 

el demandante. 

 Luego de evaluar de manera minuciosa el escrito de certiorari 

presentado, así como la solicitud en auxilio de jurisdicción,  no hemos 

encontrado evidencia en el expediente que nos mueva a concluir que el 

demandante cumplió con el requisito jurisdiccional arriba detallado, 

asimismo la contención de esta parte de que el señor Estrada renunció a 

la notificación no nos convence. De igual modo, nos percatamos que el 

demandante levantó como defensa afirmativa la falta de jurisdicción del 

Tribunal de Primera Instancia y de manera simultánea presentó una 

solicitud de desestimación. No obstante, vemos que el foro recurrido 

declaró no ha lugar la moción de desestimación y señaló fecha para la 

celebración del juicio, sin una vista previa para dirimir la cuestión 

jurisdiccional. Es norma reiterada que los tribunales debemos ser celosos 

guardianes de nuestra jurisdicción, por lo que tenemos el deber ineludible 

de auscultar dicho asunto con preferencia a cualesquiera otros. Véase, 

Shell v. Srio. Hacienda, 187 D.P.R. 109, 122 (2012); Carattini v. Collazo 

Syst. Análisis, Inc., 158 D.P.R. 345, 355 (2003); Ponce Fed. Bank v. 

Chubb Life Ins. Co., 155 D.P.R. 309, 332 (2001). 
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Siendo ello así, concluimos que se le debe dar la oportunidad al 

peticionario de probar la alegada falta jurisdiccional.  Por tanto, se declara 

ha lugar la solicitud en auxilio de jurisdicción y se ordena se señale la 

celebración de una vista evidenciaría previo la celebración del juicio.  

IV. 
 

Por los fundamentos expuestos, expide el auto de Certiorari 

solicitado y se devuelve el caso al Tribunal de Primera Instancia para la 

continuación de los procedimientos de conformidad con lo aquí 

expresado.  En consecuencia, se deja sin efecto la Resolución emitida el  

16 de agosto de 2016. 

Adelántese inmediatamente por teléfono, fax o correo 

electrónico y luego notifíquese por la vía ordinaria.    

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones.   

 

 

Dimarie Alicea Lozada 
    Secretaria del Tribunal de Apelaciones  

 
 
 
 


